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El RDL 3/2013 sigue sin proporcionar base para privar a los trabajadores del beneficio de justicia gratuita, uno de cuyos efectos directos es la exención de tasas, a pesar de que el Tribunal Superior del País Vasco haya acordado que los trabajadores siguen siendo titulares del derecho de asistencia jurídica gratuita. En este artículo realizan algunas consideraciones de urgencia al respecto.

Después de haber acordado en pleno gubernativo de 18 de diciembre de 2012 la Sala de lo Social del Tribunal Superior del País Vasco que los trabajadores siguen siendo titulares del derecho de asistencia jurídica gratuita —dentro de sus potestades de coordinación de la actuación procesal en tema especialmente necesitado de ello— el mismo Tribunal Superior de Justicia y Sala ha dictado resoluciones jurisdiccionales en las que razona este criterio y rehúsa archivar por falta de tasa recursos de suplicación de los trabajadores. En un primer momento, tras la implantación de las polémicas tasas, se creó una expectativa de que la inminente reforma legal poco después de dictarse, resolvería expresamente la cuestión y que incluso podría establecerse la privación parcial a los trabajadores del beneficio de justicia gratuita. Pero el RDL 3/2013 de nuevo sigue sin proporcionar base para privar a los trabajadores del beneficio de justicia gratuita, uno de cuyos efectos directos es la exención de tasas.

Pueden hacerse ahora algunas consideraciones de urgencia a este respecto:

· a) El derecho de asistencia jurídica gratuita o beneficio de justicia gratuita de los trabajadores es hoy, y sigue siendolo después de estas dos normas, una «concesión real» y no una «dispensa de ley», es decir, que los trabajadores disponen del derecho y no necesitan ser exentos uti singuli al no estar comprendidos en la norma. No precisa dispensa de una ley quien no está comprendido en ella. 
· b) No se justifica semejante retroceso legislativo que rompe una trayectoria inveterada de gratuidad de la justicia de los trabajadores que se remonta a las primeras normas procesales y que se complementa con la exigencia al empresario de consignaciones y depósitos, pero no a los trabajadores, en los textos procesales de procedimiento laboral, con la declarada finalidad de que el empresario como parte contractual fuerte no pueda aprovecharse de la necesidad del trabajador para cansarle a base de recursos.

· c) La realidad social del tiempo presente no justifica la eliminación de la gratuidad, aunque sea en parte y en fase de recurso, para los trabajadores, antes al contrario es más necesaria que nunca ante los recortes sociales y la precariedad generalizada de las relaciones laborales —y ello de las que subsistan regularizadas, ya que el trabajo clandestino, la economía sumergida y la paralaboralidad se disparan naturalmente en estas coyunturas económicas—.

· d) No se les niega a los trabajadores el derecho a la asistencia gratuita en momento alguno en ninguna de las dos normas legales sucesivas (RDL 3/2013, Ley 10/2012); muy al contrario, el beneficio sigue reconocido a los trabajadores en la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita y en la Ley de la Jurisdicción Social y siguen disfrutando de él, y hay que actuar en consecuencia.

· e) Solamente se menciona a los trabajadores después de las dos normas sucesivas que regulan la tasa (Ley 10/2012 y RDL 3/2013) al asignarles una bonificación. Aun considerando que fuera realmente una «exención parcial» como se presenta, en derecho, en general, como en derecho tributario en particular, el establecimiento de una excepción o exención parcial, o de una bonificación, no equivale necesariamente a la afirmación absoluta de una regla, ni a la sujeción al impuesto del supuesto de bonificación —ni siquiera la exención parcial lo supondría—, si existen otras situaciones alternativas, o simplemente si conserva su posible valor como cláusula residual. De este modo, la razón de ser de la mención legislativa a los trabajadores es que opera como último recurso, si el sujeto llegase a realizar el hecho imponible o no le comprendiera el derecho de asistencia jurídica gratuita. Así, a título de ejemplo, podría ser el caso de los trabajadores demandantes o traídos a título de tal a los que finalmente no se les reconozca relación laboral, al trabajador corresponsable de lesión de derechos fundamentales o de responsabilidad civil derivada de accidente, al trabajador autónomo o de otra empresa obligado por obligaciones de coordinación en la prevención de riesgos laborales… al igual que a quienes siendo trabajadores se les demandara por título diverso de su relación laboral. Acordémonos de cuando el Tribunal Supremo decidió a mediados de los noventa, rectificando criterio y práctica constante anterior, que el personal estatutario estaba sujeto a las obligaciones generales y tenía que asumir las costas del recurso en caso de desestimación —materia esta, la de la postulación del personal de relación administrativa que es también abordada por cierto en las disposiciones complementarias de las normas ahora contempladas—, de modo que en absoluto cabe ahora dar por sentado que el trabajador en ciertas coyunturas procesales alternativas a la más general no pudiera resultar finalmente sujeto al impuesto. En tal caso, y solamente en él, se aplicaría la bonificación, que juega en estos supuestos como cláusula de último recurso o residual; ya que, en efecto, la posible diversificación de las situaciones y estatus procesales permiten obtener tales posibilidades alternativas; sin necesidad de malabarismos argumentales contrarios a la más elemental legalidad (lex praevia, certa, scripta) que es absolutamente esencial en la creación de impuestos —el principio de legalidad tributaria está en la esencia misma de la génesis de la potestad legislativa, que surgió primitivamente para limitar al rey en el establecimiento de tributos—.

· f) Es especialmente desafortunado aplicar una interpretación que pretende privar del recurso a una de las partes —en este caso el trabajador, pero no hay que olvidar que tampoco en el caso del empresario hay por ahora una base clara y suficiente para privarle del recurso dada la trayectoria de antinomias, anomias, condiciones suspensivas, inexistencia de formularios—.

· g) El derecho al recurso, aunque matizado (doctrina del Tribunal Constitucional a partir de los años noventa del pasado siglo, cuando pretende una segunda respuesta judicial, tras haber obtenido una primera), sigue no obstante formando parte de la tutela efectiva —art. 24 CE— y del derecho a acudir a los tribunales de justicia del convenio europeo de derechos humanos, y con mayor razón aun todo ello si se pretende negar el acceso a la instancia o grado superiores sobre una base tan escurridiza como es una ley confusa, que permite diversas interpretaciones alternativas —a mi juicio solamente una, la que se expone en los párrafos anteriores—. En derechos fundamentales, no es solamente que deba preferirse la interpretación más favorable a la efectividad del derecho o libertad fundamental (interpretación favor libertatis o pro libertate), sino directamente que la interpretación conforme a la Constitución (secundum constitutionem), es decir, la que pueda salvar la constitucionalidad de la ley, es la única aplicable aunque haya otras posibles.

Hay otras matizaciones importantes que hacer aunque excedan con mucho de estas simples notas:

· a) Por ejemplo que si la mención a los trabajadores exclusivamente en la bonificación (presentada como «exención parcial» en el art. 4.3 Ley 10/2012, pero que es una bonificación como la del art. 10 de la misma Ley 10/2012 por utilizar medios telemáticos) es el único fundamento de sujeción de los trabajadores, ello quiere decir que los «beneficiarios de seguridad social» no es que no disfruten de la exención, sino que no se produce respecto de ellos el efecto indirecto de sujeción al impuesto que pretenden algunos ha ocurrido con los trabajadores.

· b) Ello no impide que, si se considerase sujetos con el actual texto a los beneficiarios de seguridad social, en todo caso, como han considerado los TSJ Madrid (Acuerdo de Pleno de 28 de noviembre de 2012 Sala Social de Madrid y de la Sala del País Vasco en su acuerdo plenario de 18 de diciembre de 2012 antes citado) en todo caso tendrían esa bonificación por razones de analogía in bonam partem, pero solamente si es que les consideramos sujetos al impuesto;

· c) La exención subjetiva de la tasa del art. 2 a) (personas a las que se haya reconocido el derecho a la asistencia gratuita) no deroga ni modifica el precepto de la LAJG 1/1996 que reconoce a los trabajadores el derecho;

· d) los sindicatos están excluidos de tasas por tener reconocido, como los trabajadores, el derecho de asistencia jurídica gratuita y a no pagar tasas, ex lege y sin previa acreditación de carencia de recursos ni siquiera la que han de formular las personas jurídicas listadas en la LAJG —personas jurídicas de utilidad pública…— a las que la misma LAJG condiciona el derecho a que acrediten insuficiencia de recursos, no así a lo sindicatos;

· e) Último, pero no menos importante, es constatar que no es lo mismo:

· 1. Exigir el pago de una tasa, colaboración recaudatoria que se impone a los secretarios, y eventualmente exigible mediante instrucciones generales expresamente prohibidas en el caso de los tribunales por la LOPJ.

· 2. Que poner fin a un recurso y privar a la parte de una instancia —en este caso grado de jurisdicción— reconocida en la ley, que es lo que la ley, con una cláusula especialmente confusa —si cabe aun más tras la pretendida y nada conseguida mejora de redacción de este concreto inciso que pretende el RDL 3/2013 en cuanto a esas obligaciones de los secretarios— pretende derivar a los jueces.

· 3. En un ámbito además en el que si el TC ha llegado a reprochar a los jueces y tribunales sociales que no fuercen la ley para ampliar las posibilidades estrictas en ella reconocidas (STC 158/1985 y art. 230, luego renumerado art. 231 LPL, y hoy art. 233 LJS) para hacer efectivo un derecho fundamental, cuanto más previsiblemente desautorizaría una interpretación rigorista de pérdida de la tutela judicial sin un fundamento legal expreso y suficiente.

